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César y José Luis, defensores de la tierra y del territorio criminalizados por 

oponerse a la militarización 

 

• Informe de Amnistía internacional México revela patrón de criminalización en 
el país contra Personas Defensoras de la Tierra, Territorio y Medio Ambiente. 

 
César Hernández Feliciano y José Luis Gutiérrez Hernández son defensores comunitarios 
tseltales de la región de Chilón, caracterizada por la defensa de la tierra en contra de 
megaproyectos y la militarización de su territorio. La criminalización de la protesta de 
César y José Luis, condenados a 2 años por defender su territorio contra la militarización, 
se enmarca en la política de militarización en el estado de Chiapas con la construcción de 
cuarteles de la Guardia Nacional (GN), incluyendo uno en su territorio, San Sebastián 
Bachajón, municipio de Chilón, Chiapas.  
 
El desarrollo de la infraestructura militar en Bachajón se realizó sin consentimiento previo, 
libre, informado y culturalmente pertinente, violando los derechos a la autonomía, libre 
determinación y a que no se desarrollen actividades militares en sus tierras. La oposición a 
la militarización se remonta a su lucha histórica desde el levantamiento zapatista de 1994 
y la experiencia de tener una base militar en su territorio que trajo consigo casos de acoso 
sexual, violaciones, ataques, inseguridad y despojo. 
 
El 15 de octubre de 2020 el pueblo de Chilón se manifestó pacíficamente en contra de la 
construcción del cuartel en el crucero Temó, tramo carretera Ocosingo – Palenque. Fueron 
detenidos César y José Luis, se documentaron en su contra actos de tortura, tratos 
crueles, inhumanos y degradantes, desaparición forzada y faltas al debido proceso por 
parte de los agentes aprehensores, así como la criminalización mediante la acusación por 
el delito de motín1.  
 
A pesar de haberse comprobado la falta de elementos para condenarlos,2 y que la 
acusación constituía una restricción desproporcionada al derecho a la protesta social, 

 
1 Este delito implica “perturbar el orden público” u “obstruir las vías de comunicación”, en este sentido habría sido 

utilizado para describir los efectos de una protesta y también para criminalizar la protesta por su ambigüedad o 

vaguedad. 

2 En su contra se comprobó la falta de elementos sólidos para condenarlos, los testigos no acreditaron pertenecer a la 

policía estatal ni su participación el día de la protesta, ni la calidad de peritos y legistas expertos en su materia. 



 

 

fueron sentenciados el pasado 3 de mayo, día de la Santa Cruz, tras 2 años de proceso3. 
Si bien obtuvieron su libertad por medio de una sustitución de la pena, ambos defensores 
cuentan ahora con antecedentes penales y la criminalización fue judicializada. 
 
La criminalización de la protesta social consiste en el uso del poder punitivo del Estado 
para disuadir, castigar o impedir el ejercicio del derecho a la protesta y en algunos casos, 
de la participación social y política en forma más amplia, mediante el uso arbitrario, 
desproporcional o reiterado tanto de la fuerza, como de la justicia penal en contra de las 
personas defensoras de los derechos humanos, de la tierra y el territorio, como el caso de 
Cesar y José Luis. 
 
En Chiapas, como en México existe un patrón de criminalización de las personas 
derensoras, enfáticamente contra defensores y defensoras de la tierra, el territorio y el 
medio ambiente. 
 
El derecho a la protesta social, en este caso particular por las violaciones a los derechos 
colectivos de los pueblos y comunidades indígenas, es reconocido tanto en la Constitución 
mexicana, como en instrumentos internacionales, lo que implica para las autoridades 
tomar medidas para respetar, garantizar y protegerlo. 
 

 
3  Se concedió el beneficio de la sustitución de la pena, por poco más de 6,000 pesos. 


